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T	E	M	A	R	I	O

BLOQUE I: TEMAS GENERALES

Tema 1.- La Constitución Española de 1978. Principios generales, características y estructura.
Derechos y deberes fundamentales de los españoles.

Tema 2.- La Administración Pública en el ordenamiento jurídico español. Tipología de los entes
públicos: Las Administraciones del Estado, Autonómica, Local e Institucional.

Tema 3.- Las Comunidades Autónomas: Constitución y competencias. El Estatuto de Autonomía
para Andalucía: estructura y disposiciones generales. Idea general sobre las competencias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Tema 4.- Sometimiento de la Administración a la Ley y al Derecho. Fuentes del Derecho público.
La Ley. Clases de leyes y reglamentos.

Tema 5.- Los derechos de los ciudadanos ante la Administración Pública. Consideración especial
del interesado. Colaboración y participación de los ciudadanos en la Administración. Los derechos
del ciudadano ante la Administración Pública. Especial consideración del vecino. Las Oficinas de
Atención al Ciudadano (OAC).

Tema 6.- Régimen Local español. Principios constitucionales y regulación jurídica. Organización
y competencias municipales y provinciales. Normativa municipal propia.

Tema 7.- Personal al servicio de la Entidad Local. La Función Pública Local: organización,
selección y situaciones administrativas. Derechos y deberes de los funcionarios públicos locales.
Responsabilidad y régimen disciplinario. El personal laboral.

Tema 8.- Introducción a la perspectiva de género. Principio de igualdad: conciliación de la vida
familiar y Laboral. Violencia de género: Definición, causas y consecuencias.

BLOQUE II: TEMAS ESPECÍFICOS

Tema 9.- Los Presupuestos Locales: Estructura. Procedimiento: Elaboración, aprobación y
ejecución presupuestaria. La fiscalización del Presupuesto Local. Bases de Ejecución de los
Presupuestos del Ayuntamiento de Cádiz.

Tema 10.- La Ley de Haciendas Locales: principios inspiradores. Clasificación de los recursos. Las
Ordenanzas Fiscales.

Tema 11.- Normativa propia del Ayuntamiento de Cádiz: Las Ordenanzas Municipales. El Registro
General del Ayuntamiento de Cádiz. El Registro de Entrada y Salida de documentos. Requisitos
en la presentación de documentos. Comunicaciones y notificaciones.



Tema 12.- Concepto de documento y archivo. Clases de documentos. Gestión de documentos.
Análisis documental: documentos oficiales. El archivo: Tipos de archivo. Especial consideración
al archivo de gestión. Organización de un archivo de oficina. Servicios del archivo. Criterios de
ordenación del archivo. Técnicas de redacción, elaboración y presentación de documentos.
Especial referencia al Manual de estilo administrativo y al Manual de documentos
administrativos.

Tema 13.- El Ayuntamiento de Cádiz: Organización de Áreas y Servicios. El Reglamento Orgánico
municipal del Ayuntamiento de Cádiz. Funcionamiento de los órganos colegiados locales.
Convocatoria y orden del día. Actas y certificaciones de acuerdos.

Tema 14.- La modernización de las Administraciones Públicas. Calidad en las Administraciones
Públicas. Las Cartas de Servicios. Simplificación y racionalización de procesos administrativos.

Tema 15.- La Informática en la Administración Pública. El Ordenador personal: sus componentes
fundamentales. La ofimática: la gestión del correo electrónico, en especial el programa Lotus
Notes. Programas de uso común en las tareas administrativas: Microsoft Word, Access y Excel.

Tema 16.- El procedimiento administrativo I: Los interesados. Presentación de documentos.
Registro de entrada y salida. Días y horas hábiles. Cómputo de plazos. El acto administrativo:
Concepto, eficacia y validez. Silencio administrativo.

Tema 17.- El procedimiento administrativo II: Iniciación y ordenación.

Tema 18.- El procedimiento administrativo III: Instrucción, finalización y ejecución.

Tema 19.- Los recursos administrativos. La revisión de oficio de los actos administrativos. El
recurso contencioso-administrativo.

Tema 20.- Los contratos administrativos: régimen jurídico, contenido y efectos. Prerrogativas de
la Administración. Cumplimiento de los contratos administrativo.

-o-o-o0o-o-o-
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1.978.	PRINCIPIOS	GENERALES,
CARACTERÍSTICAS	Y	ESTRUCTURA.	DERECHOS	Y	DEBERES

FUNDAMENTALES	DE	LOS	ESPAÑOLES.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez elaborada y discutida en el Congreso y Senado, mediante Real Decreto 2550/1978 se convocó el
Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo lugar el 6 de diciembre siguiente. Se
llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978. El Proyecto fue aprobado por el
87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	PRINCIPIOS	GENERALES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA	EN	EL	ORDENAMIENTO	JURÍDICO
ESPAÑOL.	TIPOLOGÍA	DE	LOS	ENTES	PÚBLICOS:	LAS	ADMINISTRACIONES

DEL	ESTADO,	AUTONÓMICA,	LOCAL	E	INSTITUCIONAL.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA

1.1.- INTRODUCCIÓN

Refiriéndose a la Administración Pública en general, la Constitución le impone una serie de principios de
actuación y organización. Así, el art. 103.1 establece que “la	Administración	Pública	sirve	con	objetividad	los
intereses	generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentra‐
ción	y	coordinación”.

La afirmación de que la Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales es el eje sobre
el que debe gravitar la actuación administrativa. El interés general se configura de esta manera como un
principio constitucionalizado, que debe estar presente y guiar cualquier actuación de la Administración. La
consecuencia inmediata no es otra sino la de que la Administración no goza de un grado de autonomía de
la voluntad similar al que es propio de los sujetos de derecho privado. La actuación de la Administración
deberá estar guiada por la búsqueda y consecución del interés público que le corresponda, lo que le impedirá
-por imperativo del precepto constitucional mencionado- apartarse del fin que le es propio.

El ordenamiento jurídico establece figuras y mecanismos tendentes a evitar desviaciones de la Administra-
ción respecto de lo que, en cada momento, y en función de las circunstancias, deba considerarse como interés
público a alcanzar. El artículo 103.1 garantiza de esta manera que las potestades administrativas reconocidas
por el ordenamiento jurídico no se utilicen con fines distintos de aquellos que justificaron su creación y
reconocimiento en favor de la Administración.

Por otra parte, el sometimiento pleno a la ley y al Derecho recogido en el artículo 103.1 enlaza con lo previsto
en el artículo 106.1 de la Constitución, cuando se atribuye a los Tribunales (a los órganos jurisdiccionales
competentes) el control de la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como
el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. Ello impide que puedan existir comportamientos de la
Administración Pública -positivos o negativos- inmunes al control judicial.

Por otra parte, el artículo 103.1 alude también a los principios de eficacia, jerarquía, descentralización,
desconcentración y coordinación, disponiendo que la Administración Pública debe actuar de acuerdo con
dichos principios. En realidad, es fácil observar que tales principios no están situados en el mismo plano: los
principios de jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación no son nada en sí mismos si no
se conectan con la finalidad que con ellos se persigue, como es alcanzar una actuación administrativa eficaz.
Podría decirse que el principio de eficacia es el objetivo a alcanzar, siendo los principios de jerarquía,
descentralización, desconcentración y coordinación medios a través de los cuales podrá conseguirse dicho
objetivo.
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TEMA	3.‐	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS:	CONSTITUCIÓN	Y	COMPETENCIAS.
EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	PARA	ANDALUCÍA:	ESTRUCTURA	Y	DISPOSICIONES

GENERALES.	IDEA	GENERAL	SOBRE	LAS	COMPETENCIAS	DE
LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA	DE	ANDALUCÍA.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución de 1978 reconoció y garantizó el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones
que integran la nación española y la solidaridad entre todas ellas. El desarrollo de las previsiones constitucio-
nales ha conducido a una profunda transformación de la organización territorial del Estado, mediante la
creación de las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, con el consiguiente
proceso de redistribución del poder político y administrativo entre las instancias centrales y las autonómicas.
El resultado de este proceso ha convertido a España en uno de los países más descentralizados de Europa.

Cada Comunidad Autónoma tiene su Estatuto de Autonomía, aprobado por ley orgánica, que es la norma
institucional básica de la Comunidad, reguladora de aspectos esenciales como la organización y el funciona-
miento de su Parlamento y de su Gobierno, las competencias que la Comunidad asume, su Administración,
las señas de identidad y los hechos diferenciales tales como la lengua o el derecho civil y las relaciones con
el Estado y con otras Comunidades Autónomas.

El reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas está basado en la distinción entre
las competencias exclusivas del Estado o de las Comunidades Autónomas, las competencias compartidas
entre el Estado y las Comunidades Autónomas y las competencias concurrentes, en las cuales tanto el Estado
como las Comunidades Autónomas pueden intervenir. Las competencias exclusivas comprenden la potestad
legislativa y la capacidad de ejecución, mientras que las competencias compartidas pueden implicar una
diferente distribución de la potestad legislativa y reglamentaria entre Estado y Comunidades Autónomas,
las cuales suelen disponer de la capacidad ejecutiva en estos casos. En caso de que se produzca un conflicto
de competencias, corresponde resolverlo al Tribunal Constitucional, como en otros Estados políticamente
descentralizados.

El sistema de gobierno de las Comunidades Autónomas es de naturaleza parlamentaria, siendo sus institucio-
nes básicas el Parlamento, el presidente de la Comunidad y el Gobierno autonómico.

Desde el punto de vista económico y financiero, las Comunidades Autónomas disponen de una gran autono-
mía de gestión, con capacidad para aprobar sus propios presupuestos anuales y para determinar sus recur-
sos propios mediante tributos, tasas y recargos. El sistema general de financiación de las Comunidades
Autónomas, que comprende además los tributos cedidos por el Estado y la participación en los tributos
estatales, se fija de forma multilateral por el Estado y las Comunidades Autónomas, garantizando a través
de diversos mecanismos financieros la solidaridad interterritorial y un nivel mínimo igual en la prestación
de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español. Además, la Comunidad Autónoma del
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TEMA	4.‐	SOMETIMIENTO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	A	LA	LEY	Y	AL	DERECHO.
FUENTES	DEL	DERECHO	PÚBLICO.	LA	LEY.	CLASES	DE	LEYES	Y	REGLAMENTOS.

1.‐	EL	DERECHO	ADMINISTRATIVO	Y	SUS	FUENTES

1.1.- ORÍGENES, CONCEPTO Y CONTENIDO DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

El Derecho Administrativo surgió como manifestación de las concepciones jurídicas de la Revolución france-
sa y como una reacción directa contra las técnicas de gobierno del absolutismo. Este partía de un principio
básico: la fuente de todo Derecho es la persona subjetiva del Rey en su condición de representante de Dios
en la comunidad, lo que implica que puede actuar tanto por normas generales como por actos singulares o
por sentencias contrarias a aquellas. Los revolucionarios rechazaban tal situación afirmando que la fuente
del Derecho no está en ninguna institución supuestamente trascendental a la comunidad, sino en esta misma,
en su voluntad general. Y a la vez, sólo hay una forma legítima de expresión de esa voluntad: la ley general,
la cual ha de determinar todos y cada uno de los actos singulares del poder.

La mayor parte de los conceptos que de Derecho Administrativo se han dado vienen impuestos por una doble
consideración: que el Derecho Administrativo es esencialmente la rama jurídica reguladora de la organiza-
ción y funcionamiento de la Administración pública, lo cual parece evidente, y que -por otra parte- no toda
la normativa aplicable con fines de organizar o hacer actuar a la Administración pública es, sin embargo,
Derecho Administrativo. Dicho de otra forma, la necesidad de elaboración de un concepto del Derecho
Administrativo viene impuesta porque el criterio subjetivo, la presencia de la Administración en una relación
jurídica cualquiera, es insuficiente para hacer de esa relación una sujeta al Derecho Administrativo, ya que
a menudo ésta se somete al Derecho privado al actuar sin imperium.

De acuerdo con las dos notas fundamentales citadas, esto es, el Derecho Administrativo es el Derecho de la
Administración, y el Derecho Administrativo es un Derecho distinto del privado y, por consiguiente público,
ENTRENA CUESTA define el Derecho Administrativo como “el conjunto de normas de Derecho Público
interno que regulan la organización y actividad de las Administraciones públicas”.

Por su parte, GARCÍA DE ENTERRÍA, después de recordar la existencia de dos clases de Derechos: Derechos
generales y Derechos estatutarios, entiende que el Derecho Administrativo no es el Derecho propio de unos
órganos o de un poder, ni tampoco el Derecho propio de una función, sino un Derecho de naturaleza estatuta-
ria, en cuanto se dirige a la regulación de las singulares especies de sujetos que se agrupan bajo el nombre
de Administraciones Públicas, sustrayendo a estos sujetos singulares del Derecho Común.

Para ZANOBINI «el Derecho administrativo es aquella parte del Derecho público que tiene por objeto regular
la organización, los medios y las formas de la actividad de las administraciones públicas y las consiguientes
relaciones jurídicas entre aquéllas y otros sujetos».

De estas definiciones se desprenden los siguientes rasgos:
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TEMA	5.‐	LOS	DERECHOS	DE	LOS	CIUDADANOS	ANTE	LA	ADMINISTRACIÓN
PÚBLICA.	CONSIDERACIÓN	ESPECIAL	DEL	INTERESADO.	COLABORACIÓN	Y

PARTICIPACIÓN	DE	LOS	CIUDADANOS	EN	LA	ADMINISTRACIÓN.	LOS	DERECHOS
DEL	CIUDADANO	ANTE	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA.	ESPECIAL	CONSIDERACIÓN

DEL	VECINO.	LAS	OFICINAS	DE	ATENCIÓN	AL	CIUDADANO	(OAC).

1.‐	DERECHOS	DE	LOS	CIUDADANOS	ANTE	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA

Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.- Quienes tienen capacidad
de obrar ante las Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes
derechos:

a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electró-
nico de la Administración.

b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públi-
cas.

c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo
previsto en esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley
19/2013, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordena-
miento Jurídico.

e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de
facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corres-
ponda legalmente.

g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica.

h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de
los datos que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.

i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

Estos derechos se entienden sin perjuicio de los reconocidos en el la Ley 39/2015 referidos a los intere-
sados en el procedimiento administrativo.
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TEMA	6.‐	RÉGIMEN	LOCAL	ESPAÑOL.	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES
Y	REGULACIÓN	JURÍDICA.	ORGANIZACIÓN	Y	COMPETENCIAS

MUNICIPALES	Y	PROVINCIALES.	NORMATIVA	MUNICIPAL	PROPIA.

1.‐	EL	RÉGIMEN	LOCAL

1.1.- INTRODUCCIÓN

Dentro de las instancias con autonomía política que componen el Estado, las Entidades Locales constituyen
el último escalón en los niveles de autogobierno que se reconocen en la organización territorial por debajo
de las CC.AA. 

La Constitución Española, en el diseño de la organización territorial del Estado que se dispone en SU Título
VIII, reconoce la autonomía de los municipios y provincias para la gestión de sus respectivos intereses, en
los mismos términos que a las Comunidades Autónomas (art. 137 CE), si bien el alcance de una y otra
difieren al concretarse a lo largo de los Capítulos II y III de dicho Título. 

Se reconoce así a las entidades públicas que cuenta con una mayor tradición histórica en nuestra organiza-
ción del poder público, ya que se remontan a los fueros municipales que comenzaron a otorgarse en la Alta
Edad Media. Su evolución a partir del régimen constitucional se ha caracterizado por la progresiva intensifi-
cación de la autonomía y del carácter democrático de sus instituciones que se inició con el reconocimiento
en la Constitución de 1812 de las Diputaciones y los Ayuntamientos como entidades territoriales a nivel local,
con algunas de las características que se han mantenido hasta la actualidad –en concreto, un cierto nivel de
autoadministración y una organización basada en una asamblea electiva presidida por un Jefe o Alcalde–,
pero sin una verdadera autonomía al encontrarse bajo la dependencia del Estado.

Su evolución a lo largo del siglo XIX osciló entre períodos de mayor o menor autonomía, así como de elección
o designación de sus titulares, que no contribuyeron a aportar estabilidad a estas instituciones que sufrieron,
además, un progresivo desgaste en sus recursos a favor del Estado al que, en última instancia, se encontraban
sometidos. 

Ya en el siglo XX comenzó un período de reforma al que contribuyó el Estatuto Municipal de Calvo Sotelo de
1924 –que pretendió democratizar la vida local, aumentar sus competencia y mejorar su Hacienda–, y que
culminó con el reconocimiento pleno de su autonomía y del carácter electivo de sus representantes por
sufragio popular bajo la Constitución Republicana de 1931. 

Estos logros desaparecieron bajo la dictadura franquista, que sometió a las Administraciones locales estable-
ciendo la designación gubernativa de los Alcaldes y Presidentes, así como la fiscalización y tutela de todos
sus actos.

La Constitución Española de 1978 culmina la evolución de la Administración Local situándola en la base de
la organización territorial del Estado con plena autonomía, bajo una organización democrática y con autosu-
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TEMA	7.‐	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LA	ENTIDAD	LOCAL.	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA
LOCAL:	ORGANIZACIÓN,	SELECCIÓN	Y	SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS.
DERECHOS	Y	DEBERES	DE	LOS	FUNCIONARIOS	PÚBLICOS	LOCALES.

RESPONSABILIDAD	Y	RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.	EL	PERSONAL	LABORAL.

1.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

CLASES DE PERSONAL.- El personal al servicio de las entidades locales estará integrado por funcionarios de
carrera, contratados en régimen de derecho laboral y personal eventual que desempeña puestos de
confianza o asesoramiento especial.

1.1.- FUNCIONARIOS

DEFINICIÓN.- Son funcionarios de la Administración Local las personas simuladas a ella por una relación de
servicios profesionales y retribuidos, regulada por el Derecho Administrativo.

Son funcionarios de carrera de la Administración Local los que, en virtud de nombramiento legal, desem-
peñen servicios de carácter permanente en una Entidad local, figuren en las correspondientes plantillas
y perciban sueldos o asignaciones fijas con cargo a las consignaciones de personal del presupuesto de
las Corporaciones.

ESTRUCTURA.- Los funcionarios de carrera que no ocupen puestos de trabajo reservados a funcionarios con
habilitación de carácter nacional se integrarán en las escalas, subescalas, clases y categorías de cada
Corporación, con arreglo a lo que se previene en la Ley.

Las subescalas, clases y categorías quedarán agrupadas conforme a la legislación básica del Estado en
los grupos que ésta determine, de acuerdo con la titulación exigida para su ingreso.

RESERVA DE FUNCIONES.- Corresponde a los funcionarios de carrera el desempeño de los puestos de
trabajo que tengan atribuidas las funciones que impliquen ejercicio de autoridad, las de fe pública y
asesoramiento legal preceptivo, las de control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera
y presupuestaria, las de contabilidad y tesorería, así como las que en su desarrollo y en orden a la
clasificación de puestos, se determinen en las normas estatales sobre confección de las relaciones de
puestos de trabajo y descripción de puestos de trabajo-tipo.

CLASES DE FUNCIONARIOS.- La Función Pública Local tiene la particularidad de contar con dos clases de
personal funcionario:

-Funcionarios con habilitación de carácter estatal
-Resto de funcionarios
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TEMA	8.‐	INTRODUCCIÓN	A	LA	PERSPECTIVA	DE	GÉNERO.	PRINCIPIO
DE	IGUALDAD:	CONCILIACIÓN	DE	LA	VIDA	FAMILIAR	Y	LABORAL.	
VIOLENCIA	DE	GÉNERO:	DEFINICIÓN,	CAUSAS	Y	CONSECUENCIAS.

1.‐	LA	IGUALDAD	DE	GÉNERO

1.1.- CONCEPTOS GENERALES

• GÉNERO

La palabra género es una traducción del vocablo inglés gender. Este término, difundido a partir de los años
80, pretende evidenciar el hecho de que los roles masculinos y femeninos no están determinados por el sexo
-es decir, por las características biológicas-, sino que van evolucionando en función de las diferentes situacio-
nes culturales, sociales y económicas.

La ONU, en los trabajos preparatorios de la IV Conferencia en Pekín en septiembre de 1995, adoptó oficial-
mente la definición de género cómo una herramienta de análisis de la realidad de las mujeres.

El género puede definirse como la forma en que todas las sociedades del mundo determinan las funciones,
actitudes y relaciones que conciernen al hombre y a la mujer. Mientras que el sexo hace referencia a los
aspectos biológicos que se derivan de las diferencias sexuales.

El sexo en cambio pertenece al dominio de la biología. Hace referencia a las diferencias biológicas entre el
hombre y la mujer, que normalmente no podemos cambiar. 

Los seres humanos nacen sexuados. El sexo determina las características físicas, mientras que la socialización
condiciona los comportamientos, los valores, las diferentes expectativas según seamos mujeres u hombres.

• DISCRIMINACIÓN

Es la situación en la que una persona es tratada de forma menos favorable que otra, en situación análoga o
comparable por razón de sexo o por una circunstancia relacionada con el sexo. 

La discriminación de las mujeres hace referencia a: 

-La diferencia que existe entre hombres y mujeres en términos de distribución de bienes, servicios,
prestigio y poder. 

-La desvalorización de la identidad de las mujeres e invisibilidad de sus aportaciones y presencia. Mundo
público/mundo privado.
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TEMA	9.‐	LOS	PRESUPUESTOS	LOCALES:	ESTRUCTURA.	PROCEDIMIENTO:
ELABORACIÓN,	APROBACIÓN	Y	EJECUCIÓN	PRESUPUESTARIA.

LA	FISCALIZACIÓN	DEL	PRESUPUESTO	LOCAL.	BASES	DE	EJECUCIÓN
DE	LOS	PRESUPUESTOS	DEL	AYUNTAMIENTO	DE	CÁDIZ.

1.‐	INTRODUCCIÓN

En el lenguaje cotidiano, un presupuesto es el cómputo anticipado del coste de una obra o inversión, o de los
gastos e ingresos de una institución pública o privada.

En el ámbito administrativo, el presupuesto constituye la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los
derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por cada uno de los órganos y entidades que forman
parte de un sector público determinado: Estado, Comunidad Autónoma, Corporación Local, Ente Público,
Universidad Pública...

El presupuesto público persigue reflejar los gastos y los ingresos previstos para un ámbito determinado del
Sector Público en un período de tiempo determinado. Esto significa que mide, habitualmente para el interva-
lo de un año, los créditos que como máximo se destinarán a las distintas partidas de gastos, así como las
previsiones de recaudación y la estimación de los fondos provenientes de otras fuentes de ingresos. El
presupuesto público constituye, asimismo, un documento político que recoge la declaración de intenciones
de un gobierno cuantificada monetariamente para un ejercicio anual. El presupuesto público, por tanto,
sintetiza desde la perspectiva económica y financiera el plan de actuación que presidirá la gestión pública
y, en este sentido, deberá responder a las siguientes cuestiones:

• Qué hacer: qué políticas se van a llevar a cabo.

• Quién puede gastar y hasta qué límite: clasificación orgánica del gasto.

• Para qué se hará el gasto: clasificación funcional y por programas del presupuesto.

• Cómo se hará el gasto: clasificación económica del gasto público.

• Cómo se va a recaudar y conseguir los ingresos necesarios: clasificación económica de los ingresos
necesarios.

Las características fundamentales, por tanto, de la institución presupuestaria son las siguientes:

-El carácter jurídico del documento presupuestario: el presupuesto es una previsión normativa que ha
de ser aprobada por el Parlamento (u órgano competente en otra Administración Pública) y es obligato-
ria para el órgano de gobierno. Resulta, en consecuencia, de necesario cumplimiento para el Gobierno
y la Administración, lo cual es especialmente relevante para el caso de los gastos previstos, ya que estos
establecen el límite máximo que pueden realizarse, mientras que en los ingresos se trata de una simple
previsión.
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TEMA	10.‐	LA	LEY	DE	HACIENDAS	LOCALES:	PRINCIPIOS	INSPIRADORES.
CLASIFICACIÓN	DE	LOS	RECURSOS.	LAS	ORDENANZAS	FISCALES.

1.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES

1.1.- CONCEPTOS GENERALES Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES

El concepto de "Hacienda de las Entidades Locales" se corresponde con el de las facultades atribuidas a las
mismas en orden al establecimiento, regulación, gestión y recaudación de tributos, así como a la posibilidad
de obtención de otros ingresos; todo ello orientado a disponer de medios económicos con los que hacer
frente a las necesidades públicas locales.

Por lo tanto, la Hacienda de las Entidades Locales presenta dos aspectos distintos: de una parte, la obtención
de ingresos, y, de otra, la aplicación de los mismos a la satisfacción de las necesidades.

En nuestro Derecho positivo, el término "Haciendas Locales" hace referencia, esencialmente, a la vertiente
de los ingresos; es decir, a la disposición de recursos suficientes para el cumplimiento de los fines de las
propias Entidades Locales.

El art. 141 de la Constitución garantiza la autonomía de los municipios, y el art. 142 recoge el principio de
suficiencia de las haciendas locales, al establecer que las mismas deberán disponer de los medios suficientes
para el desempeño de las funciones que la ley les atribuye.

El principio de autonomía, referido al ámbito de la actividad financiera local, se traduce en la capacidad de
las Entidades locales para gobernar sus respectivas Haciendas. Esta capacidad implica algo más que la
supresión de la tutela financiera del Estado sobre el sector local involucrando a las propias Corporaciones
en el proceso de obtención y empleo de sus recursos financieros y permitiéndoles incidir en la determinación
del volumen de los mismos y en la libre organización de su gasto, tal y como ha declarado expresamente el
Tribunal Constitucional en su labor integradora de la norma fundamental.

Por su parte, mediante el reconocimiento de la suficiencia financiera se ponen a disposición de las Entidades
locales, entre otras, dos vías fundamentales e independientes de financiación, cuales son los tributos propios
y la participación en tributos del Estado, que por primera vez, van a funcionar integradamente con el objetivo
de proporcionar el volumen de recursos económicos que garantice la efectividad del principio de suficiencia
financiera.

Ahora bien, no sólo se reconocen y se dotan de contenido los principios de autonomía y suficiencia, sino que
se articulan entre sí de tal suerte que ambos se supeditan mutuamente. En efecto, el principio de autonomía
coadyuva a la realización material de la suficiencia financiera en la medida en que ésta depende en gran parte
del uso que las Corporaciones locales hagan de su capacidad para gobernar sus respectivas Haciendas y, en
particular, de su capacidad para determinar dentro de ciertos limites el nivel del volumen de sus recursos
propios. Por su parte, la suficiencia financiera enmarca las posibilidades reales de la autonomía local, pues,



www.temariosenpdf.es Tema 11 - Pág. 1

TEMA	11.‐	NORMATIVA	PROPIA	DEL	AYUNTAMIENTO	DE	CÁDIZ:
LAS	ORDENANZAS	MUNICIPALES.	EL	REGISTRO	GENERAL	DEL	AYUNTAMIENTO
DE	CÁDIZ.	EL	REGISTRO	DE	ENTRADA	Y	SALIDA	DE	DOCUMENTOS.	REQUISITOS
EN	LA	PRESENTACIÓN	DE	DOCUMENTOS.	COMUNICACIONES	Y	NOTIFICACIONES.

1.‐	LA	POTESTAD	NORMATIVA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

El art. 55 del Real Decreto Legislativo 781/1986, por el que aprueba el Texto Refundido de las disposiciones
legales vigentes en materia de Régimen Local, establece que “en	la	esfera	de	su	competencia,	las	Entidades
locales	podrán	aprobar	Ordenanzas	y	Reglamentos,	y	los	Alcaldes	dictar	Bandos.	En	ningún	caso	contendrán
preceptos	opuestos	a	las	leyes”.

Todo ello a consecuencia de la potestad reglamentaria reconocida a las Entidades Locales por el art. 4 de la
Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL).

1.1.- POTESTAD REGLAMENTARIA

Las Ordenanzas y Reglamentos son la expresión concreta de la potestad reglamentaria que se reconoce a las
Entidades que integran la Administración local, consecuencia de la autonomía de la que gozan.

Se denomina potestad reglamentaria al poder en virtud del cual la Administración dicta reglamentos.
Constituye su potestad más intensa e importante, puesto que implica participar en la formación del ordena-
miento jurídico. De este modo, la Administración no es sólo un sujeto de Derecho sometido como los demás
a un ordenamiento que le viene impuesto, sino que tiene la capacidad de formar, en una cierta medida, su
propio ordenamiento.

El art. 4.1.a) LRBRL atribuye la potestad reglamentaria, en todo caso, a los Municipios, Provincias e Islas en
su calidad de Administraciones Públicas territoriales, pudiendo aplicarse a las otras Entidades Locales si la
legislación de las Comunidades Autónomas lo concreta.

La potestad normativa de los Entes Locales se manifiesta en normas jurídicas de varias clases, que pueden
clasificarse de la forma siguiente:

• Por el sujeto del que proceden:

-De la Corporación: Ordenanzas y Reglamentos
-Del Presidente: Bandos

• Por la materia que regulan:

-Ordenanzas de policía y buen gobierno
-Reglamentos organizativos: orgánico, de funcionarios, de régimen interior o de servicios
-Bandos para casos de necesidad o urgencia
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TEMA	12.‐	CONCEPTO	DE	DOCUMENTO	Y	ARCHIVO.	CLASES	DE	DOCUMENTOS.
GESTIÓN	DE	DOCUMENTOS.	ANÁLISIS	DOCUMENTAL:	DOCUMENTOS	OFICIALES.
EL	ARCHIVO:	TIPOS	DE	ARCHIVO.	ESPECIAL	CONSIDERACIÓN	AL	ARCHIVO	DE

GESTIÓN.	ORGANIZACIÓN	DE	UN	ARCHIVO	DE	OFICINA.	SERVICIOS	DEL	ARCHIVO.
CRITERIOS	DE	ORDENACIÓN	DEL	ARCHIVO.	TÉCNICAS	DE	REDACCIÓN,	ELABORA‐
CIÓN	Y	PRESENTACIÓN	DE	DOCUMENTOS.	ESPECIAL	REFERENCIA	AL	MANUAL	DE
ESTILO	ADMINISTRATIVO	Y	AL	MANUAL	DE	DOCUMENTOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	CONCEPTO	DE	DOCUMENTO

1.1.- DEFINICIÓN GENERAL DE LOS DOCUMENTOS

Según la RAE, un documento se define como “diploma,	carta,	relación	u	otro	escrito	que	ilustra	acerca	de	algún
hecho,	principalmente	de	los	históricos”, y también como “escrito	en	que	constan	datos	fidedignos	o	susceptibles
de	ser	empleados	como	tales	para	probar	algo”.

Como definición legal, la Ley 16/1985, del Patrimonio Histórico Español, entiende por documento toda
expresión en lenguaje natural o convencional y cualquier otra expresión gráfica, sonora o en imagen, recogi-
das en cualquier tipo de soporte material, incluso los soportes informáticos, excluyendo los ejemplares no
originales de ediciones.

1.2.- DOCUMENTOS ADMINISTRATIVOS

La actividad administrativa se distingue por su carácter documental, es decir, por reflejarse en documentos
que constituyen el testimonio de la mencionada actividad. Los documentos administrativos son el soporte
en el que se materializan los distintos actos de la Administración Pública, la forma externa de dichos actos.

Funciones de los documentos administrativos

Son dos las funciones primordiales que cumplen los documentos administrativos:

-Función de constancia. El documento asegura la pervivencia de las actuaciones administrativas al
constituirse en su soporte material. Se garantiza así la conservación de los actos y la posibilidad de
demostrar su existencia, sus efectos y sus posibles errores o vicios, así como el derecho de los ciudadanos
a acceder a los mismos.

-Función de comunicación. Los documentos administrativos sirven como medio de comunicación de los
actos de la Administración. Dicha comunicación es tanto interna - entre las unidades que componen la
organización administrativa - como externa - de la Administración con los ciudadanos y con otras
organizaciones.
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TEMA	13.‐	EL	AYUNTAMIENTO	DE	CÁDIZ:	ORGANIZACIÓN	DE	ÁREAS	Y	SERVICIOS.
EL	REGLAMENTO	ORGÁNICO	MUNICIPAL	DEL	AYUNTAMIENTO	DE	CÁDIZ.

FUNCIONAMIENTO	DE	LOS	ÓRGANOS	COLEGIADOS	LOCALES.	CONVOCATORIA
Y	ORDEN	DEL	DÍA.	ACTAS	Y	CERTIFICACIONES	DE	ACUERDOS.

1.‐	ORGANIZACIÓN	DEL	AYUNTAMIENTO	DE	CÁDIZ

1.1.- PRINCIPIOS ORGANIZATIVOS

No existe una regla general sobre cómo han de distribuirse los distintos órganos que componen un Ayunta-
miento. La estructura por la que se opte va a depender del volumen de servicios que asuma el municipio, de
forma que, cuanto mayor número de población tenga, más servicios habrá que prestar y mayor volumen
habrá de tener su estructura organizativa.

Por el volumen de población y servicios que presta el Ayuntamiento de Cádiz, así como por las delegaciones
efectuadas por la Alcaldía, se puede hablar que el Ayuntamiento de Cádiz se estructura conforme al que la
doctrina califica de modelo político jerarquizado.

Las notas características de este modelo son:

-Los Concejales adquieren un papel de gestores, que buscan concretar en objetivos políticos la actuación
de la Administración.

-Los Concejales se encargan de las funciones del Ayuntamiento, que se dividen por áreas temáticas. A
estos Concejales se le encomiendan además, las competencias sobre el personal de cada Área. Aparecen,
de esta manera, los Concejales de Cultura, Fiestas, etc…

Con el fin de garantizar la unidad y la coordinación en la actuación Municipal, se establece una jerarquía
entre los Concejales a través de la figura de los Tenientes de Alcalde. Los Tenientes de Alcalde, a efectos de
la gestión municipal, coordinan y dirigen a un Grupo de Concejales.

1.2.- LA ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA EN EL AYUNTAMIENTO DE CÁDIZ

Nuestra organización administrativa se apoya en las Áreas. Éstas se distribuyen en atención a las competen-
cias que la Alcaldía delega en cada Teniente de Alcalde o Concejal. De esta forma, la organización no es algo
estático, sino dinámico. Algunas de estas Áreas pueden desaparecer si las competencias que la conforman
son absorbidas por distintas Delegaciones o crearse otras si el Ayuntamiento asume nuevos servicios.

Al frente de cada Área, y con las funciones de Coordinación, dirección, inspección e impulso de las Delegacio-
nes que la integran se halla un Teniente-Alcalde Delegado.
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TEMA	14.‐	LA	MODERNIZACIÓN	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.
CALIDAD	EN	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	LAS	CARTAS	DE	SERVICIOS.
SIMPLIFICACIÓN	Y	RACIONALIZACIÓN	DE	PROCESOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	LA	MODERNIZACIÓN	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA

1.1.- PLANTEAMIENTO DE LA CUESTIÓN

Las Administraciones Públicas constituyen las herramientas de las que se dotan los Estados modernos para
garantizar los derechos fundamentales de los ciudadanos, asegurar el cumplimiento de sus obligaciones
cívicas y facilitar la prestación de los servicios básicos de una sociedad del bienestar. Actúan, pues, como
interfase entre el poder político y el mundo económico y entre aquél y la sociedad civil y, por ello, se ven
afectadas por los cambios, reorientaciones o evoluciones que se producen en cualquiera de los extremos de
esas relaciones.

Las sociedades avanzadas se caracterizan por estar sometidas a procesos de cambio permanentes y relativa-
mente rápidos. Su nivel de apertura, su potencia comercial e industrial y el impacto sobre ellas de los
adelantos científico-tecnológicos, de los procesos de innovación y del desarrollo de las industrias de la
cultura explican ese estado de transformación continuada en el que se hallan instaladas.

Este dinamismo social, con sus nuevos planteamientos, sus nuevas exigencias y sus nuevas necesidades,
alcanza a las Administraciones Públicas y requiere de ellas una adaptación permanente a esas condiciones
ambientales evolutivas de cuyo grado de acierto dependerá, en buena medida, su propia legitimidad. Los
procesos de reforma administrativa o, en un sentido más amplio, la mejora continua de la Administración
no son otra cosa que mecanismos de acomodación activa de las estructuras, de los enfoques o de los modos
de funcionamiento a esa cambiante realidad social y económica. El nuevo papel de la Administración requie-
re de un comportamiento proactivo antes que reactivo, en el que la conformación de una visión atinada de
las grandes líneas de evolución de la realidad económica y social y la clarificación de las reglas de juego, que
corresponde establecer a una Administración moderna, han de formar parte, necesariamente, de esa proacti-
vidad.

Las nuevas exigencias que plantea un panorama económico más abierto, más dinámico y más competitivo
están requiriendo el desarrollo de políticas integrales que aborden la resolución de los problemas tomando
en consideración las diferentes esferas competenciales de los distintos niveles de Administración y los
diferentes ámbitos público, privado y social; y contribuyan a la mejora del funcionamiento del sistema
económico potenciando al máximo las aportaciones positivas, minimizando las interferencias negativas y
estimulando las sinergias. En este contexto, el papel de las Administraciones Públicas se renueva y aumentan
las expectativas respecto de la incidencia de sus actuaciones sobre el progreso económico de España y sus
Comunidades Autónomas.

Por otra parte, el sistema social evoluciona hacia un mayor grado de madurez y hacia una mayor compleji-
dad. Las demandas de los ciudadanos, habituados a operar cotidianamente en entornos sometidos a los



www.temariosenpdf.es Tema 15 - Pág. 1

TEMA	15.‐	LA	INFORMÁTICA	EN	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA.	EL	ORDENADOR
PERSONAL:	SUS	COMPONENTES	FUNDAMENTALES.	LA	OFIMÁTICA:	LA	GESTIÓN

DEL	CORREO	ELECTRÓNICO,	EN	ESPECIAL	EL	PROGRAMA	LOTUS	NOTES.
PROGRAMAS	DE	USO	COMÚN	EN	LAS	TAREAS	ADMINISTRATIVAS:

MICROSOFT	WORD,	ACCESS	Y	EXCEL.

INTRODUCCIÓN

El término “informática” viene de la unión de las palabras INFORmación y autoMÁTICA, y se define como la
ciencia que estudia el tratamiento automático y racional de la información. Pero ¿qué es la información?, es
un conjunto de datos organizados que juntos aportan algún significado: números, letras, imágenes, sonidos.
Por ejemplo: el número del Documento Nacional de Identidad (DNI), nuestro nombre y apellidos más una
foto aportarían información acerca de nuestra identidad.

Un sistema informático es un conjunto de elementos que hace posible el tratamiento automático de la
información. Las partes de un sistema informático son:

-Componente físico: está formado por todos los aparatos electrónicos y mecánicos que realizan los
cálculos y el manejo de la información.

-Componente lógico: se trata de las aplicaciones y los datos con los que trabajan los componentes físicos
del sistema.

-Componente humano: está compuesto tanto por los usuarios que trabajan con los equipos como por
aquellos que elaboran las aplicaciones.

Un ejemplo de sistema informático sería uno o varios ordenadores personales o PC (Personal Computer,
computadora personal), junto con la persona que lo maneja, los programas que contiene y los periféricos que
los envuelven (impresora, teclado, altavoces…).

1.‐	LA	INFORMÁTICA	EN	LA	ADMINISTRACIÓN

1.1.- CONCEPTO

La administración electrónica constituye un instrumento esencial para prestar unos servicios públicos más
eficaces y de mejor calidad, reducir los plazos de espera de los usuarios y mejorar la transparencia y la
rendición de cuentas.

La administración electrónica se define como la utilización de las tecnologías de la información y la comuni-
cación (TIC) en las administraciones públicas, asociada a cambios en la organización y nuevas aptitudes del
personal. El objetivo es mejorar los servicios públicos, reforzar los procesos democráticos y apoyar a las
políticas públicas.
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TEMA	16.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	I:	LOS	INTERESADOS.
PRESENTACIÓN	DE	DOCUMENTOS.	REGISTRO	DE	ENTRADA	Y	SALIDA.	DÍAS
Y	HORAS	HÁBILES.	CÓMPUTO	DE	PLAZOS.	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO:

CONCEPTO,	EFICACIA	Y	VALIDEZ.	SILENCIO	ADMINISTRATIVO.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO

1.1.- CONCEPTO Y NATURALEZA

DEFINICIÓN DE PROCEDIMIENTO: La definición habitual puede ser bien el método para ejecutar algunas
cosas, o bien la actuación que se lleva a cabo mediante trámites administrativos o judiciales.

DEFINICIÓN DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: La Exposición de Motivos de la Ley de Procedimiento
Administrativo de 1958 lo definió como “cauce	formal	de	la	serie	de	actos	en	que	se	concreta	la	actuación
administrativa	para	la	realización	de	un	fin”.	Y de una forma más concisa, el artículo 105.c) CE lo define
indirectamente como “procedimiento	a	través	del	cual	deben	producirse	los	actos	administrativos”.

Recientemente la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Admi-
nistraciones Públicas, lo define como el conjunto ordenado de trámites y actuaciones formalmente
realizadas, según el cauce legalmente previsto, para dictar un acto administrativo o expresar la voluntad
de la Administración.

El procedimiento administrativo es, en definitiva, la forma en que han de producirse los actos adminis-
trativos, que deberán ajustarse al procedimiento establecido. Como consecuencia de los pasos y resulta-
dos obtenidos en las distintas fases del procedimiento se forma un expediente, en el que figuran los
diferentes documentos generados, que habitualmente son escritos. El expediente será la base que
permitirá llegar a una resolución final, que contiene la decisión de la Administración.

CONCEPTO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN.- El artículo 149.1.18. de la Constitución
distingue entre las bases del régimen jurídico de las administraciones públicas, que habrán de garantizar
al administrado un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio
de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas y el sistema
de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas.

La Ley 39/2015 recoge esta concepción constitucional de distribución de competencias y regula el
procedimiento administrativo común, de aplicación general a todas las Administraciones Públicas y fija
las garantías mínimas de los ciudadanos respecto de la actividad administrativa. Esta regulación no agota
las competencias estatales o autonómicas de establecer procedimientos específicos por razón de la
materia que deberán respetar, en todo caso, estas garantías. La Constitución establece la competencia
de las Comunidades Autónomas para establecer las especialidades derivadas de su organización propia
pero además, como ha señalado la jurisprudencia constitucional, no se puede disociar la norma sustanti-
va de la norma de procedimiento, por lo que también ha de ser posible que las Comunidades Autónomas
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TEMA	17.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	II:	INICIACIÓN	Y	ORDENACIÓN.

INTRODUCCIÓN

La regulación del procedimiento administrativo común en la Ley 39/2015 comienza con las garantías del
procedimiento, disponiendo que -además del resto de derechos previstos en esta Ley- los interesados en un
procedimiento administrativo tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan
la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su instruc-
ción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos.

Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán
derecho a consultar la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General
electrónico de la Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la
obligación de la Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos
mediante la puesta a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Adminis-
tración competente o en las sedes electrónicas que correspondan.

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.

c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.

d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.

e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán
ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.

g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
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TEMA	18.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	III:
INSTRUCCIÓN,	FINALIZACIÓN	Y	EJECUCIÓN.

1.‐	INSTRUCCIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO

1.1.- DISPOSICIONES GENERALES

Actos de instrucción.- Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comproba-
ción de los hechos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, se realizarán de oficio y a
través de medios electrónicos, por el órgano que tramite el procedimiento, sin perjuicio del derecho de
los interesados a proponer aquellas actuaciones que requieran su intervención o constituyan trámites
legal o reglamentariamente establecidos.

Las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción de los procedimientos deberán
garantizar el control de los tiempos y plazos, la identificación de los órganos responsables y la tramita-
ción ordenada de los expedientes, así como facilitar la simplificación y la publicidad de los procedimien-
tos.

Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados habrán de practicarse en la
forma que resulte más conveniente para ellos y sea compatible, en la medida de lo posible, con sus
obligaciones laborales o profesionales.

En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a
los principios de contradicción y de igualdad de los interesados en el procedimiento.

Alegaciones.- Los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de
audiencia, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio. Unos y otros serán
tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la correspondiente propuesta de resolución.

En todo momento podrán los interesados alegar los defectos de tramitación y, en especial, los que
supongan paralización, infracción de los plazos preceptivamente señalados o la omisión de trámites que
pueden ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar,
si hubiere razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad disciplinaria.

1.2.- PRUEBA

Medios y período de prueba.- Los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acreditarse
por cualquier medio de prueba admisible en Derecho, cuya valoración se realizará de acuerdo con los
criterios establecidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los interesados o la naturaleza
del procedimiento lo exija, el instructor del mismo acordará la apertura de un período de prueba por un
plazo no superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse cuantas juzgue perti-
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TEMA	19.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS.	LA	REVISIÓN	DE	OFICIO	DE
LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	EL	RECURSO	CONTENCIOSO‐ADMINISTRATIVO.

1.‐	LA	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La relación jurídica que liga a la Administración con el ciudadano está presidida por una idea de prerrogativa
favorable a la Administración, en razón de los intereses generales que tutela. Para garantizar la igualdad en
las relaciones entre la Administración y los ciudadanos se han creado, básicamente, tres técnicas: el procedi-
miento administrativo, el sistema de recursos, y el control de la legalidad por jueces y Tribunales.

La revisión de un acto administrativo puede ser promovida por tanto por un ciudadano, en sentido amplio,
como por una Administración Pública distinta de la autora del acto, o por la Administración autora del acto,
en cuanto gestora directa del interés general. En este último caso estamos en presencia de lo que se llama
revisión de oficio, que incluye la revisión de actos nulos y la revisión de actos anulables. En el primer caso
(revisión promovida por un ciudadano), y dentro de la vía administrativa, estaríamos ante los llamados
recursos administrativos.

1.2.- LA REVISIÓN DE OFICIO

Revisión de disposiciones y actos nulos.- Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciati-
va propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los
actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en
plazo, en los supuestos de nulidad de pleno derecho.

Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable
del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán
declarar la nulidad de las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras
disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las que
establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos
individuales.

El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite
de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de
Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las
causas de nulidad de pleno derecho o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto
de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.

Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la
misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstan-
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TEMA	20.‐	LOS	CONTRATOS	ADMINISTRATIVOS:	RÉGIMEN	JURÍDICO,
CONTENIDO	Y	EFECTOS.	PRERROGATIVAS	DE	LA	ADMINISTRACIÓN.

CUMPLIMIENTO	DE	LOS	CONTRATOS	ADMINISTRATIVO.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	CONCEPTO	Y	CLASES

1.1.‐	CONCEPTO	CIVIL	DE	CONTRATO

El	origen	y	esencia	de	los	contratos	administrativos	está	en	el	contrato	civil	o	privado.	Según	el	art.	1089	del
Código	Civil,	"las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".	Así	pues,	jurídicamente,	las	obligaciones	nacen,	bien	por	imposi‐
ción	de	una	Ley,	o	bien	por	la	propia	voluntad	de	una	persona	de	contraer	obligaciones	respecto	de	otra,
mediante	un	contrato.

El	contrato	se	configura	así	como	una	de	las	fuentes	de	obligaciones	jurídicas	y,	en	este	sentido,	el	propio
Código	Civil,	en	su	art.	1254,	 lo	define	diciendo	que	"el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora	bien,	quizás	con	esta	definición	no	quede	aún	perfectamente	delimitado	el	concepto	de	contrato,	en
un	sentido	jurídico	estricto,	que	permita	diferenciar,	nítidamente	y	con	carácter	general,	un	contrato	de	lo
que	sería	un	simple	acuerdo	de	voluntades	carente	de	tal	naturaleza.

Teniendo	en	cuenta	el	conjunto	del	articulado	del	Código	Civil	al	respecto,	los	matices	que	realmente	definen
a	un	acuerdo	de	voluntades	como	un	contrato	radican	fundamentalmente	en	lo	siguiente:

‐Se	ha	de	producir	 un	 intercambio	de	obligaciones	 recíprocas	 entre	 las	partes	 intervinientes	 en	el
contrato.

‐La	autonomía	de	 la	voluntad	de	 las	partes	está	condicionada	por	una	serie	de	normas	de	carácter
público,	tendentes	a	proteger	tanto	los	derechos	de	los	contratantes	como	los	intereses	generales	de	la
sociedad.

En	definitiva,	y	en	un	sentido	amplio,	se	puede	definir	al	contrato	como	un	acuerdo	entre	partes	del	que
nacen	obligaciones	recíprocas	y	para	el	que,	dada	su	trascendencia	social	y	económica,	la	Ley	establece	unas
normas	y	unas	consecuencias	jurídicas.

1.2.‐	MODALIDAD	DE	LOS	CONTRATOS

Existen	dos	grandes	grupos	en	los	que	se	suelen	englobar	las	distintas	modalidades	de	contratos,	en	función
de	los	sujetos	que	en	él	intervienen	y	de	la	normativa	que	les	es	de	aplicación:




